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Resumen 

El artículo 345 de la Ley 599 de 2000, es un tipo penal con una concepción relativamente 

nueva que se está adoptando cada vez más por parte de los Fiscales y Jueces de la Republica 

Colombiana, tan es así que para el estudio de este artículo se  analizaran sentencias de nuestro 

país, será necesario considerar entonces, ¿cuáles han sido los elementos probatorios 

identificativos al imputar el delito de Financiamiento al Terrorismo?, partiendo de igual 

forma de los planteamientos internacionales que han servido de base en nuestro ordenamiento 

jurídico, debido a la dificultad probatoria para individualizar esta infracción como delito 

autónomo. 

Palabras Claves:  
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ANALYSIS CASE- CRIME OF TERRORISM FINANCING FROM OTHER 

CRIMINAL TYPES IN COLOMBIA 

 

Abstract 

     The article 345 of Law 599 of 2000, is a criminal offense with a relatively new concept 

that is being adopted increasingly by the prosecutors and judges of the Colombian Republic, 

so much so that for the study of this article analyzed statements of our country , it is necessary 

then consider , what have been the identifying evidence to impute the crime of financing of 

terrorism ?, similarly based international approaches that have served as the basis of our legal 

system, due to the difficulty evidence to identify this violation as a separate offense. 
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INTRODUCCIÓN 

“… los actos, métodos y prácticas de terrorismo en todas sus formas y manifestaciones 

constituyen actividades cuyo objeto es la destrucción de los derechos humanos, las 

libertades fundamentales y la democracia, amenazando la integridad territorial y la 

seguridad de los Estados y desestabilizando a los gobiernos legítimamente constituidos, y 

que la comunidad internacional debe adoptar las medidas necesarias a fin de aumentar la 

cooperación para prevenir y combatir el terrorismo”. 

Estrategia Global de las Naciones Unidas contra el terrorismo aprobada por la 

Asamblea General el 8 septiembre de 2006. 

El curso de este estudio se abordara desde tres secciones, que tiene como objetivo analizar 

el delito del Financiamiento al Terrorismo en Colombia a partir de casos específicos, las 

estrategias adoptadas a nivel internacional por la Asamblea General de las Naciones Unidas 

y por ende como ha influido en la línea de la política criminal adoptada  desde la ratificación 

del convenio de 1999, de igual forma el estado actual de las investigaciones que se adelantan 

en contra de los grupos al margen de la Ley y el crimen organizado como estructuras que se 

fortalecen no solo con el aporte económico sino también con el suministro de bienes que les 

ayuda a sostener su actividad delincuencial. 

Esta preocupación surge de lo complejo que resulta la consecución de resultados eficaces 

para la prevención y la lucha contra el terrorismo, de cara a esto se encuentra las líneas 

investigativas para este delito en específico, que sirvan de guía para los funcionarios 

involucrados al momento de caracterizar este tipo penal, que aunque al simple espectador 



 

resulte muy básico, suele suceder que se formula Imputación por el Lavado de Activos, 

cuando se trata por lo general de dineros o del Tráfico de armas de uso privativo, pues estas 

estructuras se fortalecen no solo con el aporte económico sino también con el suministro de 

bienes que les ayude a sostener su actividad delincuencial, esto puede concebirse desde 

aquella persona que aporte recursos como alimentos hasta intendencia militar, armamento y 

demás que puedan llegar a necesitar para suplir su sostenimiento. 

Sin embargo la línea que delimite el sostenimiento mediante estos “favores” puede 

confundirse como una transacción económica o un tráfico ilícito que pueda desembocar en 

un tipo penal diferente como más adelante analizaremos, es allí donde depende de la pericia 

para evaluar qué elementos materiales probatorios son determinantes para configurar el delito 

del Financiamiento al Terrorismo como delito autónomo. 

Ahora bien, para efectos de esta investigación  se considerara el estudio de las resoluciones 

de la Asamblea General de las Naciones Unidas ONU, del Convenio Internacional para la 

Represión contra la Financiación del Terrorismo de 1999, la Resolución 1373 del Consejo 

de Seguridad y el régimen de Sanciones de Al-Qaeda y los Talibanes, como fuente de 

referencia se tendrá en cuenta la sentencias sobre el particular emitidas en fallo absolutorio 

por el Juzgado 7º Penal del Circuito Especializado de Bogotá en el caso presentado por la 

Fiscalía 19 de la Dirección Nacional de Fiscalías Especializadas Contra el Terrorismo en el 

caso contra  ANCOL, así mismo la sentencia dentro del radicado 1100160000002010000965. 

Luego se observara la evolución histórica del Estado de Colombia en la lucha contra el 

Terrorismo,  desde el Convenio para la Represión de delitos contra la seguridad Marítima de 

1998 y el protocolo para la Represión de Delitos Contra la Seguridad de plataformas fijas del 

mismo año, de allí  parte el surgimiento del Convenio Internacional para la Represión Contra 
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el Terrorismo de 1999 (ratificado) y la Resolución 1373 de 2001, lo que hace interesante 

estos precedentes jurídicos a nivel internacional es “el Congelamiento de los fondos 

Terroristas” y como ejemplo de ello se desprende el régimen de Sanciones al grupo 

ALQAEDA y LOS TALIBANES. 

La adopción de la Resolución 1267 como régimen de sanciones al grupo Terrorista 

ALQAEDA y LOS TALIBANES consistió en: 

1. Congelamiento de todos los bienes pertenecientes a los integrantes y entidades 

vinculadas con esta organización. 

2. Embargo sobre las Armas pues ningún armamento o material militar puede ser 

vendido o trasferido a las Organizaciones que pertenezcan a la lista de grupos 

Terroristas esto es para cortar el recurso de la fuerza y el temor que generan en los 

particulares 

3. La Prohibición de Viajar esto con la finalidad de evitar el tránsito entre Estados. 

Otro punto preocupante es la identificación de las entidades o fuentes de financiamiento 

a estos Grupos al Terrorismo en la Resolución 1373, observa las conexiones trasnacionales 

que financian a estos grupos Terroristas tales como el tráfico de drogas ilícitas, el lavado de 

activos, el tráfico ilícito de armas (biológicas, nucleares entre otras), entre estas las entidades 

que resultan vinculadas a estas organizaciones se encuentran desde ONG sin ánimo de lucro, 

agencias de turismo, sociedades de Importación y Exportación, Casinos y Casas de Juego 

entre otras. 

Además de lo anterior se inferirán algunas conclusiones, en el caso concreto de Colombia 

es necesario referir el proceso contra ANCOL, ya que esta es una Organización que se dedica 

a la promoción y promulgación  de la Organización al margen de la Ley FARC- EP, aunque 



 

esta no ha sido condenada, debido a que no se logró demostrar, sí el Financiamiento provenía 

de ANCOL a las FARC o sí las FARC financiaban a ANCOL, que propiamente el acervo 

probatorio identificaría esto más allá de un Concierto para Delinquir, es por ello que los 

límites de caracterizar propiamente esta actividad delincuencial no  versa solo en lo 

económico. 

Por último, hace falta referirse más al respecto, cuando una estructura se dedique tanto al 

tráfico del armamento y anexo provea de ellas a Grupos al Margen de la Ley o Bandas 

Criminales, como las FARC o las llamadas BACRIM, tal como en su momento se referirá el 

Fallo del Juez 7º Penal del Circuito Especializado de Bogotá, sobre el caso presentado por la 

Fiscalía 10ª adscrita a la DINATE en contra del señor LUIS HORACIO LOPEZ CALLE y 

YONI FRED LLOSA, quienes presuntamente lideraban una Organización a nivel Nacional 

que se dedicaba a estas actividades. 

JUSTIFICACIÓN 

Desde el ámbito de los instrumentos internacionales, las acciones terroristas así como su 

financiación están catalogados como delitos atroces, se considera que no puede brindárseles 

un status de delito político o conexo, ni tampoco justificarlo en razones políticas, filosóficas, 

de raza, religión y demás1. En Colombia el mandato descrito en  el artículo 345 del código 

penal, ley 599 de 2000, nos remite a un conjunto de verbos rectores que sancionan las 

acciones relacionadas con la Financiación al Terrorismo, como a la letra versa el articulado 

en mención: 

                                            
1 La resolución 1373/2001 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. A/RES/1373/01 

(28 de septiembre de 2001), disponible en: http://www.un.org/es/sc/ctc/resources/1373.html. 
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“ el que directa o indirectamente provea, recolecte, entregue, reciba, administre, 

aporte, custodie o guarde fondos, bienes o recursos, o realice cualquier otro acto 

que promueva, organice, apoye, mantenga, financie o sostenga económicamente 

…”. 

El sujeto activo para este artículo es INDETERMINADO, es decir procede contra 

cualquier persona, sin embargo el simple hecho que el sujeto activo realice actividades 

tendientes a obtener recursos que apoyen o promuevan a grupos al margen de la ley o 

considerados como grupos terroristas no implicaría la Financiación, sí este a su vez se 

beneficia de alguna forma en esta intermediación, tal como se desarrollara en el trascurso de 

este análisis. 

Por otra parte en materia probatoria los elementos de prueba que se practicaren en un 

Juicio Oral con miras a probar un posible Financiamiento al Terrorismo, podría decirse que 

solo bastaría con materializar alguno de los verbos rectores que componen el tipo penal en el 

Artículo 345 de la ley 599, sin embargo encontrar medios que nos permitan generar duda en 

la relación causal entre la situación fáctica con la jurídica de la forma más idónea, puede que 

no sea tan simple por tratarse de un delito que compone elementos inmersos que fácilmente 

pueden generar confusión como más adelante se desarrollara.   

Ahora bien, el hecho de que dentro de una presunta comisión de una conducta punible que 

contenga una connotación económica y tenga una relación directa o indirecta con el 

sostenimiento, no hace por si sola que se configure el delito, toda vez que es precisamente 

esta condición, que está ligada necesariamente con el verbo rector que se invoque para 



 

atribuir esa responsabilidad penal y de esta forma se obtendrá el medio de prueba con el que 

se pretenderá demostrar la Financiación. 

METODOLOGÍA  

Esta revisión documental se realiza de forma prospectiva, se recogen los datos de los años 

2013 y 2014, se aplicara en esta investigación es el Deductivo- Inductivo, con el fin de 

determinar qué Elementos Materiales Probatorios identifican el delito de Financiamiento al 

Terrorismo consagrado en el código penal como delito autónomo y diferente al lavado de 

activos o al tráfico de armamento e intendencia de uso privativo de las fuerzas armadas, 

partiendo de casos en concreto en el Estado Colombiano. 

a. CONTEXTUALIZACIÓN HISTORICA DEL FINANCIAMIENTO AL 

TERRORISMO  

En términos generales el hilo conductor que dio el surgimiento en los diferentes convenios 

y resoluciones para la prevención del Financiamiento Contra el Terrorismo, como 

mecanismo por la lucha en contra del Terrorismo, así como en la búsqueda de suprimir los 

recursos que sostienen a estos grupos al margen de la Ley, que en el caso en particular de 

Colombia ha impactado fuertemente en las vidas de los ciudadanos cobrando igualmente una 

gran cantidad de funcionarios de la Fuerza Pública y de la población Civil debilitando el País 

no solo Social, Político, Económico sino también y no menos importante en su memoria 

Histórica pues lo hecho en el pasado es irreversible, los métodos futuros tienen que ser 

enfocados en la desarticulación, recuperando las libertades fundamentales, la democracia, la 

integridad territorial y la seguridad del Estado. 
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En consonancia a lo anterior Colombia no solo ha ratificado los Convenios de 1999, de la 

Organización de la Naciones Unidas, sino que impulso su inclusión en la normatividad 

existente en el país es así como el Articulo 345 de la Ley 599 de 2000 cuyo texto Original:  

“Art.   345. Administración de recursos relacionados con actividades terroristas. 

El que administre dinero o bienes relacionados con actividades terroristas, incurrirá 

en prisión de seis (6) a doce (12) años y multa de doscientos (200) a diez mil 

(10.000)…” 

Que fue modificado por la Ley 1121 de 2006, mediante la cual se fijaron los 

parámetros  para la prevención, detección, investigación y sanción de la Financiación del 

Terrorismo, es así como actualmente el Artículo 345 de nuestro Código Penal se ajustó a las 

necesidades de la realidad internacional y del País consolidando los instrumentos para 

defensa contra la propiamente dicha Financiación Contra el Terrorismo.2  

Como instrumento Internacional referente a la prevención y a la represión de la 

Financiación del Terrorismo, se consolida el Convenio de la Asamblea General del 9 de 

Diciembre de 1999, que entro en vigor 10 de abril 2002, aprobado en Colombia por medio 

de la Ley 808 de mayo de 2003 y ratificado el 14 de septiembre de 2004, que conforman el 

                                            
2 “Artículo  16. Modificase el artículo 345 de la Ley 599 de 2000, el cual quedará así: Artículo 345. Financiación del 

terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas. El que directa o indirectamente provea, 

recolecte, entregue, reciba, administre, aporte, custodie o guarde fondos, bienes o recursos, o realice cualquier otro acto que 

promueva, organice, apoye, mantenga, financie o sostenga económicamente a grupos armados al margen de la ley o a sus 

integrantes, o a grupos terroristas nacionales o extranjeros, o a terroristas nacionales o extranjeros, o a actividades terroristas, 

incurrirá en prisión de trece (13) a veintidós (22) años y multa de mil trescientos (1.300) a quince mil (15.000) salarios mínimos 

legales mensuales vigentes.” 

 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=6388#345


 

actual marco jurídico en el desarrollo legal contra este tipo penal declarado exequible 

mediante la revisión de Constitucionalidad en Sentencia C-037 del 2004 por el M.P. Jaime 

Córdoba Triviño. 

Por vía de anexos se materializan 31 delitos en 9 instrumentos de conductas diferentes que 

forman parte del Convenio Internacional: 

1. Convenio para la Represión del Apoderamiento Ilícito de Aeronaves 16/12/1970. 

2. Convenio para la Represión de Actos Ilícitos Contra la Seguridad de la Aviación Civil 

23/09/1971. 

3. Convención sobre la Prevención y el Castigo  de los delitos Contra Personas 

Internacionalmente Protegidas 14/12/1973. 

4. Convención Internacional contra la toma de rehenes 17/12/1979. 

5. Convención sobre la protección física de los materiales nucleares 26/10/1979. 

6. Protocolo para la represión de actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que 

presten servicios a la aviación civil internacional 24/02/1988. 

7. Convenio para la Represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación 

marítima 10/02/1988. 

8. Protocolo para la Represión de actos ilícitos contra la seguridad de plataformas fijas 

emplazadas en la plataforma continental 10/02/1988. 

9. Convenio Internacional para la Represión de los atentados terroristas  cometidos con 

Bombas 15/12/1997. 
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Como refiere Ibáñez (2011), “En 2001, se emitieron las 8 Recomendaciones Especiales 

para combatir el Financiamiento del Terrorismo, que fueron complementadas en octubre de 

2004 con la emisión de la 9º recomendación especial referida al movimiento transfronterizo 

de efectivo”. (p.11) 

CONCEPTO DE TERRORISMO Y SU FINANCIAMIENTO 

A nivel universal no existe un concepto definido sobre el delito de Terrorismo, sin 

embargo se brindan pautas a tener en cuenta para que los Estados identifiquen y distingan 

esta conducta a la hora de incluirla dentro de su normatividad interna; así mismo definen la 

conducta del Financiamiento del Terrorismo, la cual pretende prevenir, perseguir y castigar 

estas actividades que conduzcan a brindar apoyo3. Sin embargo algunas organizaciones y 

entidades gubernamentales se han aproximado a consolidar ciertos criterios Chomsky, 

(2004), cita que para el Federal Boureau of Investigation (FBI), enuncia que “el terrorismo 

es un uso ilegal de la fuerza o violencia contra las personas o la propiedad para intimidar o 

coercionar un gobierno, la población civil o cualquier otro segmento, en búsqueda de 

objetivos sociales o políticos”. (p.33). 

Como lo manifiesta Villegas Díaz (2006) es perceptible que el terrorismo se caracteriza 

en último término por su finalidad política, pero no toda la violencia política es terrorismo, 

                                            
3 “1. Para ejecutar: a) Algunos de los actos (31 en total) considerados dentro de los 9 instrumentos antes 

mencionados o b). Cualquier otro acto destinado a causar la muerte o lesiones corporales graves a un civil o 

cualquier otra persona que no participe directamente en las hostilidades de un conflicto armado, el propósito de 

dicha acción por su naturaleza o contexto, sea intimidar a una población u obligar un gobierno o a una 

organización internacional a realizar un acto o a abstenerse de hacerlo”.  

 



 

para estados como EE. UU., no han tenido reparo en perseguir al terrorismo internacional 

más como una política criminal que como una definición clara de lo que es, el terrorismo, el 

acto de terrorismo y el terrorista son conceptos difusos, sin embargo para Aróstegui (2002) 

señala que: “el terrorismo es una de las instrumentalizaciones posibles de la violencia”. 

(p.27). 

No obstante en Colombia aunque ha habido varios pronunciamientos y sin ahondar mucho 

en el tema, actualmente no se tiene una política criminal definida, enfocada hacia el 

terrorismo, sin embargo en pro de cumplir con los compromisos internacionales y contribuir 

a la prevención y persecución del terrorismo, este ha sido tipificado en nuestra legislación 

penal. 

La Corte Constitucional (2010)  ha expresado:  

“en la sentencia C-762/02, a propósito de la declaratoria de 

constitucionalidad del artículo 11 de la Ley 733/03, norma que excluye a los 

responsables del delito de terrorismo de los subrogados y beneficios penales.  Sobre 

este particular, la Sala consideró que si bien la definición de la política criminal y, 

como parte de ella, la determinación de las conductas objeto de tipificación penal, 

era un asunto propio de la configuración del legislador, dicha competencia estaba 

sometida a límites.  Entre ellos, la Corte destacó que “desbordaría el marco de 

configuración legislativa la decisión política de sancionar conductas 

constitucionalmente excluidas de tipificación penal, o la omisión de criminalizar 

aquellos comportamientos que, conforme a la Carta y los tratados internacionales 
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que hacen parte del bloque de constitucionalidad, por su gravedad y daño social 

deben ser objeto de sanción penal”.  Advertido esto, resultaba evidente que el 

Congreso estaba obligado a tipificar la conducta de terrorismo, puesto que (i) afecta 

gravemente distintos bienes jurídicos estrechamente relacionados con la eficacia de 

los derechos fundamentales; (ii) se trata de una conducta cuya necesidad de 

investigación y sanción ha sido previsto por las normas del derecho internacional, 

entre ellas aquellas que tienen carácter de ius cogens”. (C-073/10). 

b. CONCEPTO DE FONDOS  

El convenio de 1999 ofrece un concepto de “fondos” como cualquier tipo de bienes, 

documentos o instrumentos legales que acrediten su propiedad (créditos bancarios, cheques 

de viajeros, cheques bancarios giros, acciones, títulos, obligaciones, letras de cambio y cartas 

de crédito), que pueden ser tangibles o intangibles, mueble o inmuebles con independencia 

de cómo se hubieren obtenido. En este sentido se puede entender la diferencia con el Lavado 

de Activos puesto que en el Financiamiento los fondos pueden ser lícitos,  según lo referido 

por la Oficina de las Naciones Unidas, (2014). 

Para efectos de este convenio el concepto antes mencionado es distinto a los utilizados en 

el argot económico y financiero, al respecto la corte Constitucional (2004), afirmó en esa 

oportunidad: 

“conceptos de "fondos", en el sentido de bienes que representan propiedad o dinero; 

"institución gubernamental o públicas" como servidores públicos de los Estados o de 

organizaciones intergubernamentales; y "producto", como los obtenidos de la 



 

comisión de delitos relacionados con el terrorismo. Esta preceptiva en nada infringe 

el texto constitucional puesto que se limita a dar ciertas definiciones que serán 

utilizadas en el contexto del convenio”.4 

d. FINANCIACIÓN AL TERRORISMO Y DE GRUPOS DE  DELINCUENCIA 

ORGANIZADA Y LA ADMINISTRACIÓN DE RECURSOS   

La más reciente actualización en Colombia fue introducida mediante la Ley 1453 del 

2011, la cual amplio la sanción fijada en la Ley 1121 del 2006, en la exposición de motivos 

del proyecto de ley 164 de 20105 se expresó: 

“El terrorismo y la criminalidad organizada son fenómenos que afectan 

gravemente la paz y la seguridad pública, convirtiéndose en medios para minar 

las bases del Estado de derecho y afectar a los ciudadanos en su vida, honra y 

bienes” 

De conformidad con lo expresado tanto por el Convenio de las Naciones Unidas 

de 1999 y de nuestra Normatividad mediante el Artículo 345 y lo expresado en 

precedencia se puede inferir lo siguiente: 

1. El sujeto activo es indeterminado: a). directa o b). indirectamente. 

                                            

4 Colombia. Corte Constitucional, Sentencia C-037 del 2004. 

5 Proyecto de Ley 164/2010: “El terrorismo y la criminalidad organizada son fenómenos que afectan gravemente la paz y la seguridad pública, convirtiéndose 

en medios para minar las bases del Estado de derecho y afectar a los ciudadanos en su vida, honra y bienes; razón por la cual, estos graves atentados contra la 

ciudadanía deben prevenirse y atacarse de manera decidida y ejemplar. Sin embargo, la lucha contra el terrorismo y la delincuencia no puede ser una 

justificación para afectar los derechos de las personas, por lo que en la redacción de este proyecto se ha tenido especial cuidado de que ninguna de sus 

disposiciones pueda afectar las garantías constitucionales de los ciudadanos”.  
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2. Promueva, recolecte, entregue, reciba, administre, aporte, custodie, guarde (Fondos, 

Bienes o recursos) O realice cualquier otro acto que *Económicamente a). Promueva, 

b). Organice, c). Apoye, d). Mantenga, e). Financie, d). Sostenga Económicamente*. 

3. A: a. grupos de Delincuencia Organizada, b. Grupos Armados al Margen de la Ley, 

c. Grupos Terroristas nacionales o Extranjeros, d. Terroristas nacionales o 

Extranjeros y e. Activistas Terroristas. 

Frente al término Económico podría entenderse de diferentes maneras, uno como el 

sostenimiento a través de alguno de los 6 verbos rectores o como una condición adherida a 

estos, así lo ha referido la Oficina de las Naciones Unidas, (2014), es de tener en cuenta que 

“en la segunda incluye una cláusula general compresiva de cualquier otra actividad orientada 

a apoyar Económicamente a estas organizaciones…”, así lo expresó la Corte en Casación 

Rad. 31464 el 23 de febrero de 2011, la Corte no se ha pronunciado directamente sobre el 

asunto dentro de su motivación central de la casación antes mencionada, por lo que su 

pronunciamiento sobre el particular de este análisis está por definir que aborde con precisión 

el tema descrito en el Art. 345 de la Ley 599 de 2000. 

1. ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL COLOMBIANO 

Análisis Jurisprudencial Caso ANCOL 

Sentencia Ordinaria Nº:  039 

Radicación:  110016000097200900094 

Procesado:  JOAQUÍN PERÉZ B 

Delito:  Concierto para Delinquir 



 

Es de conocimiento público, no solo para nuestro país sino para los países nórdicos y en 

general para la comunidad internacional, que a mediados de los años noventa el señor 

JOAQUIN PEREZ BECERRA, dio a conocer públicamente el surgimiento de la Agencia de 

Noticias Nueva Colombia- ANNCOL, que principalmente se trata de un sitio más en la web 

pero que se dedica a emisión de noticias de eventos realizados por el grupo Terrorista al 

margen de la Ley FARC-EP. 

Según el caso presentado por la Fiscalía General de la Nación a través de la Noticia 

Criminal Nº 110016000097200900094, por el delito Concierto para Delinquir en concurso 

con Financiamiento al Terrorismo y Administración de Recursos relacionados con 

Actividades Terroristas, la pretensión real de esta agencia de noticias no es más que la 

promoción de esta estructura delincuencial y sus actividades con la finalidad de obtener 

recursos varios para el sostenimiento de la misma. 

Una vez surtidas la Audiencias de Imputación,  posteriormente la Formulación de 

Acusación y una vez llegada la práctica de pruebas de la fiscalía a través de su delegada, en 

el Juicio Oral por medio de los EMP y EF practicados,  pretendió demostrar que el señor 

Pérez Becerra con la creación de ANNCOL su finalidad era de sensibilizar a los pueblos 

vecinos de la comunidad internacional frente al accionar de las FARC, de esta forma buscar 

apoyos para su sostenimiento, ejemplo de lo anterior menciona la Fiscal titular la 

participación del señor Joaquín Pérez en la liberación de un ciudadano sueco que se 

encontraba secuestrado por este grupo. 

Mediante testimonios, interceptaciones, búsquedas selectivas y pruebas sobrevinientes  la 

Fiscalía pretendía probar que el señor Pérez era el responsable a interior de las FARC de 

administrar la página de internet de ANNCOL, de promover a la organización y establecer 
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relaciones, con el fin de obtener recursos logísticos y económicos dada su condición de 

miembro de la comisión internacional de las FARC desde 1993, cuya tarea era realizar 

presencia en el exterior, generar contactos políticos, buscar la cooperación de otras 

organizaciones y la obtención de armamento, como se manifestó en los alegatos de clausura.  

Por su parte la defensa del procesado entonces manifestó que varias de las pruebas de la 

Fiscalía eran producto de la Operación Fénix,  que habían sido declaradas ilícitas, por tal 

motivo debería declararse la nulidad del proceso, además que los recursos captados por 

ANNCOL en Suecia, ¿Cómo fueron obtenidos para establecer su procedencia?, de igual 

forma no se tuvo pleno conocimiento del flujo de información entre ANNCOL y las FARC, 

por lo anterior entre otras razones la defensa solicita que se declara la nulidad en virtud del 

artículo 448 del Código de Procedimiento Penal Colombiano y por no existir prueba 

proferirse la sentencia Absolutoria. 

Ahora bien el Juzgador en sus consideraciones manifiesta que en relación al tipo penal del 

Concierto para Delinquir con fines de Financiación al Terrorismo se observa que se cumple 

el primer requisito por cuanto se requiere de un numero plural de personas en la conducta 

punible imputable, teniendo en cuenta que las FARC son un grupo integrado por individuos 

que “voluntariamente” han decido conformar dicha organización, es decir que solo por el 

concertarse, pactar, acordar o convenir la comisión de una conducta delictiva indeterminada 

que implica una permanecían en el tiempo para la sucesión de la misma y constituye por sí 

un atentado contra la seguridad pública. 

Varias declaraciones sirvieron para establecer que existieron ciertos acuerdos entre el 

acusado y la organización terrorista de las FARC, algunas desarrolladas a través de la página 

de internet de ANNCOL, en este sentido aunque el fin de la consecución de recursos para su 



 

sostenimiento no se haya alcanzado plenamente, el Concierto para Delinquir, sí se encuentra 

estructurado por lo expuesto en precedencia. Volviendo al análisis en concreto de la 

Financiación al Terrorismo y la Administración de recursos, como estructura del tipo al 

respecto del Sujeto Activo, como ya se dijo es indeterminado es decir cualquiera puede 

cometerlo, en caso particular se imputo en el verbo rector RECOLECTAR, lo cual a juicio 

del Juez no se logró probar quien financiaba a quien, lo manifestado por los testigos de la 

Fiscalía genero duda sobre sí “ANNCOL enviaba recursos a las FARC o es ese grupo 

subversivo el que sostiene económicamente a la página de internet”.  

Por otra parte, pese que en la captura realizada a el señor JOAQUIN PEREZ BECERRA 

se incautaron varias tarjetas bancarias y se introdujo por medio de los testigos, evidentemente 

ANNCOL requería recursos económicos para su sostenimiento, pero no se logró acreditar la 

forma de obtenerlos, recolectarlos, distribuirlos y la procedencia de los mismos por ello con 

relación a este tipo se profiere fallo absolutorio. 

De lo anterior podemos concluir que si bien el Convenio Internacional para la Represión 

de la Financiación al Terrorismo, aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas 

el 9 de Diciembre de 1999 y la Convención Interamericana Contra el Terrorismo, refieren la 

Financiación siempre en el marco de lo económico, así debe ser entendida la norma interna, 

teniendo en cuenta que mediante la ley 1121 de 2006, se introdujo las disposiciones en 

materia Internacional para contrarrestar el Financiamiento al Terrorismo.  

Ahora bien en el ámbito de la exclusión o del concurso aparente de conductas punibles, 

como es el caso del Artículo 340  inciso 3º, en apariencia la promoción del grupo delictivo 

queda incluida al igual que cualquier otra forma de apoyo, cuando se hace parte de este 

mismo concierto o grupo al margen de la Ley, contrario a esto es cuando se trate de un tercero 
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que no pertenezca a la estructura delincuencial, estaría inmerso en el delito descrito en el Art. 

345 del código Penal Colombiano, en este evento estos tipos penales se excluyen entre sí. 

Como tercer argumento, dentro del marco jurídico del caso en concreto está la acción de 

PROMOVER, como verbo rector generador del tipo, como ya lo habíamos visto en sentido 

estricto esta entendido que el ámbito de interpretación del Financiamiento al Terrorismo es 

como una conducta netamente económica, sin embargo la promoción por sí sola no exige un 

contenido monetario, este sería un factor a discutir, la tipicidad aplicable en tal evento, sí se 

hubiese probado este factor dentro del juicio oral de análisis.  

Otro punto que cabe resaltar sobre este caso en particular es la norma aplicable, esto como 

ya se mencionó, la existencia de ANNCOL data de los años 1998 y 1999 aproximadamente 

tal como lo acredito la Fiscalía mediante flujos de caja y balances, pero sí tenemos en cuenta 

que para la época el artículo en discusión 345 de la Ley 599 del 2000, entro en vigencia a 

partir del 25 de julio del 2001, es decir que al momento de los estados financieros 

presentados, tal conducta estaría regulada por el decreto 180 de 1998 artículo 17, adoptado 

como legislación permanente por el Decreto 2266 de 1991 Art. 4º, así y no por el que se 

acusó. 

Pese a lo anterior, es de mencionar que no se encontró un nexo entre el señor Pérez con 

estos balances, dado que como ya se mencionó al momento de ser capturado se incautaron 

unas tarjetas bancarias, las cuales no fueron tema de investigación para Fiscalía pues esta no 

acredito si se trataba de tarjetas de crédito o débito, sí tenían fondos y la procedencia de los 

mismos, así mismo los movimientos  internos de estas cuentas que hubiere podido esclarecer 

la duda generada al juzgador sobre el nexo del financiamiento a las filas de las FARC-EP.   



 

Sobre el tema de la ilicitud de las pruebas presentadas derivadas de la operación militar 

Fénix, mediante la cual se dio de baja a alias “RAUL REYES”, sí bien la Corte no ha 

manifestado que estas pruebas encontradas sean falsas, fueron obtenidas de manera ilícita de 

ahí que la defensa del señor JOAQUIN PEREZ, al igual que en su momento en el caso de 

WILSON BORJA, considere que las declaraciones de los testigos que refieren esta parte 

probatoria son ilícitas y por tanto debe decretarse la nulidad del proceso y al no existir más 

pruebas la eventual absolución de su prohijado, pues bien cabe resaltar como lo expresa el 

juez del caso, no basta con alegar la exclusión de la prueba sí no se argumentan propiamente 

los presupuestos que la constituyen:  

1. La existencia de un medio de conocimiento, 2. La vulneración de garantías 

fundamentales, 3. Una conexión entre la garantía lesionada y la evidencia hallada. 

Caso contrario, como el presente no se decretó la exclusión por falta de argumentos de la 

defensa, sumado a lo anterior no puede plantearse al mismo tiempo una nulidad y un fallo 

absolutorio de manera simultánea sino subsidiaria una de la otra, ahora bien la exclusión de 

una prueba solo le resta la posibilidad de ser sometida a la práctica probatoria y/o a ser 

susceptible de valoración por parte del fallador y las que se deriven de estas, pues las 

secundarias corren la misma suerte de las principales. 

Para concluir el presente análisis el señor JOAQUÍN PERÉZ BECERRA, fue condenado 

por el delito de Concierto para Delinquir Agravado a 96 meses de prisión y Absuelto por el 

delito de Financiación al Terrorismo y Administración de recursos  relacionados con 

actividades terroristas, como ya se expuso sobre este último tipo penal a juicio del Juez no se 



21 
 

 
  

logró acreditar y probar en juicio oral el nexo de la Financiación por parte de ANNCOL  a la 

estructura de las FARC. De este estudio podemos decir: 

1. Que el sujeto activo puede ser cualquiera, es decir es indeterminado, sin 

embargo como ya se observó, sugiere el fallador que siempre que se trate de un tercero 

ajeno a la estructura al margen de la Ley. 

2. Es un delito generalmente económico entendido en el marco de la legislación 

internacional, pese a ello el verbo rector PROMOVER por sí solo no sugiere una 

actividad netamente económica, es decir le es necesario un adjetivo que indique este 

fin. 

3. A nivel probatorio es fundamental la materialidad del Financiamiento, esto 

porque es un delito con componentes económicos, de sostenimiento, de apoyo y 

promoción que implican actividades que incluyen bienes muebles e inmuebles, 

tangibles e intangibles como en el caso de la promulgación de actividades, de 

servicios etc., cualquiera que sirva de apoyo a la organización, recordando que estas 

pueden ser de procedencia licita pero es el destino final el que constituye el delito. 

4. la vigencia de este delito tipificado concretamente en el Artículo 345 debe 

entenderse a partir de cuándo empieza a regir en Colombia la Ley 599 del 2000, 

teniendo en cuenta que en el caso particular de las FARC, que es una estructura que 

tiene más de 60 años de constituida, es necesario ubicar el delito según el EMP y EF 

daten de una anualidad específica, como en el caso de ANNCOL mediante flujos de 

caja y balances que se presentaron en el juicio se determinó que se trataban de años 

entre 1998 y 1999, lo que sugiere por regla general que la normatividad aplicable era 

la anterior a nuestra legislación actual. 



 

Como ya se observó aunque hasta este punto no hay muchos indicadores que identifiquen 

el Financiamiento al Terrorismo, desde aquí podemos vislumbrar las primeras diferencias 

que separan el Concierto para delinquir agravado frente al delito de estudio, lo que en materia 

jurisprudencial significa esto un gran avance, mejores referencias a la hora de empezar las 

investigaciones y eventualmente las imputaciones por parte de la Fiscalía General de la 

Nación y del Cuerpo Técnico de Investigación. 

2. Análisis Jurisprudencial Caso GAFAS 

Sentencia Ordinaria Nº:  050 

Radicación:  110016000000201000965 

Procesado:  LUIS HORACIO LOPEZ Y JHONY FRED YOSSA  

Delito:  Financiación al Terrorismo  

Este caso en particular, es de vital estudio e importancia para el presente tema, ya que es 

un  caso con sentencia Condenatoria en primera instancia en nuestro país, precisamente por 

la dificultad probatoria y las actividades investigativas para la obtención de los EMP y EF, 

que mal enfocadas puede confundirse sin lograr la identificación del tipo penal que nos 

ocupa, en este caso vamos a percibir como la discusión se centrará entre dos conductas 

punibles muy alejadas una de la otra como son la Fabricación, Trafico y Porte de Armas y 

Municiones de uso privativo y el ya tan mencionado Financiamiento al Terrorismo. 

Para dar comienzo a este análisis es de conocer que en nuestro país con ocasión al conflicto 

armado los grupos al margen de la Ley, como factor preponderante utilizan las armas para 

rebelarse en contra del Gobierno legítimamente constituido, este material bélico por 

disposición del decreto 2535 de 1993, no es de circulación publica, este monopolio por 

mandato constitucional en su artículo 223 pertenece al Estado, sin embargo y no es un secreto 

para la Nación, que estas estructuras guerrilleras cuentan en sus filas con armas de largo 
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alcance como fusiles, armas de destrucción masiva como granadas, tatucos, minas anti 

persona entre otras, mucho de este arsenal es captado mediante hurto a unidades militares en 

confrontaciones u similares o a través de colaboradores que se dedican a la comercialización 

de estas. 

Como es nuestro caso entre los años 2009 y 2010, mediante labores investigativas se logró 

obtener información sobre una organización a nivel nacional dedicada al tráfico y 

comercialización de armamento de uso privativo y material de intendencia militar, integrada 

por civiles, personal en buen uso de retiro de las Fuerzas Armadas y en servicio activo, 

liderada por Luis Horacio López Calle alias GAFAS. Una vez se obtuvieron los EMP y EF, 

las identificaciones de estos miembros, se realizaron diligencias de registro y allanamiento 

en diferentes ciudades a nivel nacional dando como resultado varias capturas entre ellas el 

cabecilla de la organización su esposa y el señor JHONY FRED YOSSA MORENO. 

Una vez surtidas las audiencias de formulación de Imputación y Acusación los 

anteriormente mencionados realizaron preacuerdo con la Fiscalía General de la Nación por 

el delito de Fabricación, tráfico y por de armas y municiones de uso privativo de las fuerzas 

militares o explosivos art. 366 C.P., sin embargo al examinar los EMP y EF recaudados por 

la Policía Judicial, el Fiscal del momento les imputa como coautores en modalidad dolosa 

del delito Administración de recursos relacionados con actividades terroristas descrito en el 

artículo 345 de la Ley 599 de 2000. 

A través del juicio oral se presentaron como pruebas de la Fiscalía Interceptación de 

comunicaciones y similares, inspecciones judiciales, las declaraciones de los Policías 

judiciales, búsquedas selectivas a cuentas bancarias entre otras, mediante estos elementos de 

prueba se pretendió probar que el señor LUIS HORACIO LOPEZ CALLE, constituyo una 



 

empresa criminal familiar de la cual eran integrantes su esposa y amigos cercanos como en 

el caso del señor Yossa Moreno, que contactaban con personal en retiro de las Fuerzas 

Militares para obtener armamento y material de intendencia, con ayuda de un Oficial del 

Ejército aparentemente este le prestaba colaboración guardándole dinero entre otros 

“favores”, con el fin de evadir los registros de las autoridades, este Coronel del ejército fue 

llevado a juicio otorgándosele fallo absolutorio por cuanto no se logró acreditar plenamente 

el Concierto para Delinquir, delito por el que fue acusado, decisión que se encuentra en 

apelación.  

Mediante inspección judicial se logró tener conocimiento de unas interceptaciones que 

contenían conversaciones entre un integrante del Frente 36 de las FARC y los señores 

LOPEZ y YOSSA, identificados bajo alias y lenguaje cifrado que daba cuenta del destino 

del armamento con el que comercializaba, como ya se explicó anteriormente, toda esta 

información obtenida se cruzó con hallazgos mediante búsquedas selectivas en cuentas 

bancarias y giros nacionales por sumas de dinero importantes que indicaban lo lucroso y 

beneficioso de esta actividad. 

Llegados a los alegatos de clausura la defensa que solo conto con los contra interrogatorios 

sin practicar prueba alguna, señalan que sus prohijados no utilizaron su propio patrimonio 

para apoyar a las FARC, pues que la ejecución de su actividad era vender armas, refiere que 

la Administración de recursos implica ordenar, almacenar o “agarrar” un patrimonio para 

hacerlo más grande; manifiestan que no se hicieron aportes al terrorismo, ni que estuviesen 

de acuerdo con su ideal político.  

Por otra parte menciona que el delito atribuible es la Administración de recursos más no 

el Financiamiento al Terrorismo, que no se acreditaron las circunstancias de tiempo de la 
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comisión del delito lo que incide en la norma aplicable, al igual no se logró demostrar la 

relación entre los señores López y Yossa con el grupo guerrillero de las FACR-EP, que no 

existe prueba que las armas se hubiesen usado por esta estructura suponiendo que estas fueron 

entregadas. 

Las consideraciones del Juez de conocimiento expone que según la afirmación de los 

hechos corresponden al artículo 345 del Cp. Modificado por la Ley 1121 de 2006, descrito 

como Recursos relacionados con actividades terroristas. 

Como ya lo habíamos visto anteriormente se observa en primera medida que el sujeto 

activo de esta conducta puede ser realizada por cualquiera conclusión a la que llega el 

Juzgador al analizar la expresión “EL QUE”  que se refiere al sujeto actor. 

Así las cosas y una vez identificados e individualizados los procesados, debido a que no 

requiere un calificativo especial encuentra que es válido continuar con el estudio de los 

presupuestos a fin de establecer más allá de toda duda razonable, sí se está en curso del delito 

desplegado por la Fiscalía, tal como lo establece el Artículo 7º de la Ley 906 de 2004: 

Art. 7º. Presunción de inocencia e in dubio pro reo. Toda persona se presume 

inocente y debe ser tratada como tal, mientras no quede en firme decisión judicial 

definitiva sobre su responsabilidad penal…6 

                                            
6 En consecuencia, corresponderá al órgano de persecución penal la carga de la prueba acerca 

de la responsabilidad penal.  

 La duda que se presente se resolverá a favor del procesado. 

 En ningún caso podrá invertirse esta carga probatoria. 

 Para proferir sentencia condenatoria deberá existir convencimiento de la 

responsabilidad penal del acusado, más allá de toda duda. (Letra subrayada por el 

autor. 

 



 

En el caso en concreto la Fiscalía desde la presentación del Escrito de Acusación se 

indilgaron los verbos rectores de Promover, Apoyar y Mantener, esto en la medida que los 

procesados entregaban el material que comercializaban a la organización al margen de la Ley 

de las FARC, grupo que por conocimiento público y de ellos mismos realizan actividades 

terroristas, por esto el análisis que se desprende de aquí va versado en sí los hechos 

corresponden a los verbos enunciados y si estos tienen sustento probatorio que los acredite. 

De allí que el Juzgador se traslada a lo descrito por el artículo 28 del código penal 

estableciendo de forma literal de cada verbo rector conforme al significado de la Real 

Academia de la Lengua Española y contrastándolo con los hechos que fueron materia de 

acusación de esta forma reafirma que la acción de promover no corresponde con lo 

manifestado en la relación fáctica, sin embargo las expresiones apoyar y mantener tienen 

mayor acoplo a lo narrado. 

De allí se parte, que gracias a la actividad de comercio de armas que fue acreditado 

mediante las labores investigativas de Interceptación, da cuenta que cumplidos los protocolos 

de cadena de custodia surge un interrogante, la mismidad de la prueba se ve obstruida en 

tanto no concurran todas las personas que intervienen en el registro de la cadena de custodia, 

pues al respecto el Juez de conocimiento manifiesta que ella se ve reflejada en que sí bien no 

concurrieron todos los agentes que manipularon dicho Elemento, el analista de escuchas con 

quien se introduce la prueba rinde mediante su declaración en estrado que esa fue la actividad 

que realizo, que la reconoce por quien la percibió, luego el disco o el medio magnético solo 

se trata de un contenedor el medio de prueba es lo que se encuentra encriptado en él.   
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De estos medios probatorios se extrae sin duda alguna que la actividad desempeñada por 

los procesados no era más que el comercio de armamento y material de intendencia de uso 

exclusivo de las Fuerzas Militares, de esta forma se generaba el apoyo, suministrándole a 

grupos al margen de la Ley, mediante la venta o tránsito de esos elementos, se generaba el 

sosteniendo para los fines propios o la destinación que establecieran estas estructuras 

guerrilleras. 

De las búsquedas selectivas se estableció que efectivamente estas transacciones 

comerciales generaban ganancias a favor de las partes, lo cual hacia que se beneficiaran no 

solo los procesados sino también otras personas, aquellas que intervenían en él envió de giros 

y quienes los recibían a través de envíos nacionales por empresas como Servientrega entre 

otras, por montos sutiles como, un millón de pesos ($1.000.000), pero que sumados al final 

del día podrían ser entre 5 a 10 millones de pesos Colombianos, lo que lleva a pensar que sí 

se trataba de un apoyo económico, caso contrario a lo que expresó la defensa que a su 

apreciación carecía de este factor.  

Para concluir este caso de análisis se tiene, que sí bien no se logró identificar los miembros 

del frente 36 con los que aparentemente los acusados destinaban el material bélico, se 

percibió que el único fin de estas coincidía en que era para esta organización al margen de la 

Ley, en este sentido se da por concluido otro factor del tipo y es el apoyo o facilitarles el 

acceso de este armamento e intendencia  militar a las FARC  a través de uno de sus frentes. 

 Ahora bien la defensa sostuvo desde su teoría del caso que sus prohijados ya habían sido 

condenados por el delito descrito en el art. 366 del código penal, pero como bien manifestó 



 

el jugador los verbos contenidos en esta conducta es como el tráfico de estupefacientes el 

“tráfico”, “porte”, y la “fabricación”, en este caso en particular quedaría por fuera el 

“apoyar” y “proveer”, tal como si lo cobija el delito en discusión. 

Por último el juzgador condeno a 156 meses de prisión a los procesados LUIS HORACIO 

LOPEZ CALLE y JHON FRED YOSSA MORENO, teniendo en cuenta que se superó 

cualquier duda con respecto a la responsabilidad de los enjuiciados, el hecho de comercializar 

este material bélico, por si solo atenta contra la seguridad pública, generando zozobra en la 

población de allí que se trate de fusiles, gradas y ametralladoras cuya venta es restringida 

pues su uso es exclusivo de quienes ostentan constitucionalmente la fuerza para protección 

de la Nación, solo con realizar la entrega a este tipo de organizaciones penalmente castigadas 

a nivel internacional que atentan contra la población civil, sosteniendo su existencia y 

prolongación en el tiempo por medio de las armas y la fuerza que estas les proporcionan. 

CONCLUSIONES 

Para concluir podemos deducir de lo anterior que en el sistema penal Colombiano el 

Financiamiento al Terrorismo, puede contener un amplio espectro más allá de simples bienes 

o fondos, ya que abarca numerosas actividades descritas en el artículo 345 de la Ley 599 del 

2000, que verse sobre cualquier objeto que sirva como medio de subsistencia o de 

satisfacción de las necesidades de estos grupos al margen de la Ley o bandas criminales 

organizadas para llevar a cabo su actividades como empresa criminal. 

El financiamiento al Terrorismo y Administración de recursos con fines o actividades 

Terroristas es un delito netamente ECONOMICO, pero cuando se trate del verbo rector de 
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“Promover”, es necesario acompañarlo de un adjetivo que indique tal fin, el Sujeto activo de 

la conducta puede ser cualquiera, como factor indicador entre el Concierto para Delinquir, 

opera según sí es un tercero ajeno a la organización delincuencial se trata del art. 345 cp. y 

sí se trata de un integrante de la misma estructura estamos en presencia de 340 numeral 3º. 

El Objeto de la conducta punible recae en cualquier tipo de bien mueble, inmueble, 

tangible, intangible o servicio de carácter licito, lo que lo diferencia del Lavado de Activos 

cuya procedencia es ilícita; el destino final del apoyo, sostenimiento del beneficio económico 

es hacia  “grupos de delincuencia organizada, grupos al margen de la Ley o a sus integrantes, 

o a grupos terroristas nacionales o extranjeros, o a terroristas nacionales o extranjeros o a sus 

actividades terroristas”, que lo diferencia de cualquier tráfico o comercialización tipificado 

en otras conductas. 

Es un delito que por regla general es dolosa por requiere de la intención y el conocimiento 

del sujeto actor de apoyar a estos grupos delincuenciales, sin importar que estos obtengan 

beneficios a cambio de esta actividad. Cuando se trate de esta conducta delictiva es de vital 

importancia la acreditación de la materialidad de la conducta, pues es el destino final de estos 

apoyos los que configuran el tipo penal, que se trata de una actividad dirigida a proveer, 

apoyar, promover o sostener estas estructuras al margen de la Ley, nacionales o extranjeras, 

como ya se explicó la finalidad de esta normatividad es privar de recursos a las 

organizaciones que generan acciones terroristas que tanto han afectado a la humanidad de 

nuestro planeta. 
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